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Sin embargo, este proceso no se pone en marcha a menos que
se planifique y se intervenga de alguna manera. Es más, debido a las
limitaciones que normalmente tienen las comunidades locales, se-
ría muy raro que surjan empresas contratistas sin apoyo, ya sea del
gobierno o de la misma empresa minera. Usualmente, las oportuni-
dades de negocio terminan siendo absorbidas por empresas forá-
neas. Es necesario tener una política expresa de desarrollo de
contratistas locales pero utilizando mecanismos de mercado, de
manera que las empresas creadas puedan ser competitivas en el en-
torno local y nacional. De otra manera, no serían sostenibles en el
largo plazo. El papel de la capacitación y la educación es crucial en
estos casos.
El programa de la empresa minera chilena La Escondida, en las
cercanías de Antofagasta, para ayudar a las compañías locales en su
control de calidad es una de las experiencias más destacables en esta
área. Este programa ha sido tan exitoso que muchos de los contratis-
tas locales de La Escondida no sólo abastecen a otras firmas de la zo-
na sino también a empresas mineras de otras regiones de Chile.
Estos programas, aunque inicialmente pueden parecer –y 
resultar— costosos, a mediano y largo plazos terminan siendo ren-
tables para las empresas mineras, que pueden abastecerse de una
gran cantidad de bienes y servicios de calidad a precios competiti-
vos. Estos precios pueden ser menores que los que hubieran tenido
los productos de otro tipo de proveedores. A todo ello hay que su-
mar los beneficios de imagen ante la comunidad que estos esque-
mas aportan a las empresas mineras.
Conclusión
El esfuerzo y la planificación adecuada de todos los actores invo-
lucrados en la actividad minera pueden generar grandes aportes al
desarrollo local, de modo tal que las comunidades locales estén de-
seosas de que una empresa minera se asiente en su zona. Para ello,
el primer paso debe consistir en aplicar un esquema institucional
que asegure que los principales actores interesados —las comuni-
dades locales, el gobierno central y las empresas mineras— partici-
pen en las diferentes etapas de todo este proceso. (Alberto
Pascó-Font)
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Participación informada y zonificación
Dos vetas por explorar 
para la minería peruana
Encontrar los mecanismos adecuados de participación
informada es la única manera de superar los problemas
de confianza y credibilidad típicos de las relaciones entre
empresas mineras, comunidades y gobiernos locales. Al
mismo tiempo, emprender una adecuada zonificación
económico–ecológica del país permitirá evitar muchos
de los conflictos sociales y ambientales que han afecta-
do en los últimos años a algunos proyectos mineros.
Uno de los mayores desafíos que enfrenta el Perú en el camino
hacia la sostenibilidad es alcanzar un equilibrio entre las oportuni-
dades de inversión que brindan los recursos naturales no renova-
bles y la calidad de vida de las poblaciones asentadas en los
territorios donde éstos se encuentran. El reto va más allá de evitar 
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Minería y desarrollo local:
una amalgama posible
Lograr que las poblaciones locales miren con buenos
ojos a las empresas mineras que operan en sus territo-
rios no es una utopía. Un estudio internacional 
demuestra que la minería puede aportar significativa-
mente al desarrollo local y, al mismo tiempo, maximi-
zar beneficios.
Durante las últimas décadas, la actividad minera —por lo me-
nos la de gran envergadura— ha estado tratando de modificar la
imagen que el imaginario popular tiene de ella. La opinión pública
mira a la minería como un negocio altamente contaminante que, en
muchos casos, ha causado desolación y destrucción en las zonas
donde ha operado.
En este mismo periodo, la minería ha sufrido importantes trans-
formaciones tecnológicas. Muchas de éstas han sido motivadas por
la necesidad de reducir los impactos ambientales negativos de la
actividad. Las recientes operaciones mineras tienen, definitivamen-
te, un comportamiento ambiental muy superior con respecto al ob-
servado en el pasado.
Sin embargo, un buen desempeño ambiental no parece ser sufi-
ciente para que una comunidad reciba con entusiasmo un futuro
desarrollo minero en su localidad. Sobran ejemplos del rechazo ex-
presado por diversas comunidades a las actividades mineras que
se realizan en sus inmediaciones. La necesidad de obtener la llamada
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la conocida “maldición de los recursos”; esto es, los problemas de
balanza de pagos que los booms de exportación de materias primas
han solido generar en el Perú.
En la década pasada, caracterizada por una rápida expansión y
relocalización de la industria minera en América Latina, se han mul-
tiplicado los conflictos entre las poblaciones locales y las empresas
mineras y de hidrocarburos. No cabe duda de que el principal con-
flicto social que enfrentó la industria minera en este periodo fue el
rechazo de un número importante de poblaciones que viven en las
zonas de influencia de esta actividad.
Los casos de Tambogrande en Piura, La Granja en Chota y algunas
reacciones en contra de los megaproyectos Yanacocha en Cajamarca
y Antamina en Áncash son sólo la expresión de un proceso acelerado
—y, en parte, desordenado— de expansión de la industria minera. El
Estado ha respondido, de manera incipiente, con la aprobación, en
1999, de la Guía de Relaciones Comunitarias para las empresas del
sector, elaborada por el Ministerio de Energía y Minas, y con algunos
esfuerzos específicos por impulsar espacios de concertación entre los
distintos actores, como ha sucedido en los casos de Huarmey (donde
opera la Compañía Minera Antamina) y el lago Chinchaycocha (donde
se localizan diversas empresas mineras y Electroandes). La Comisión
de Diálogo Tripartita de Alto Nivel que el Ejecutivo está impulsando
desde julio pasado puede convertirse en un primer paso hacia la gene-
ración de confianza entre los diferentes grupos de interés en el sector.
Lo que está en juego en todos los casos es el control de una serie de
recursos naturales esenciales para que la minería se desarrolle, co-
mo la tierra, los pastos naturales y los cuerpos de agua. A lo largo de
este reciente proceso de expansión de la minería en el Perú, los pas-
tores de puna, los indígenas de la Amazonía y pobladores locales en
general han desarrollado una serie de mecanismos de negociación
con el Estado y con el capital que escapan al marco jurídico vigente.
Los desafíos que enfrenta la minería peruana incluyen no sólo me-
jorar su desempeño ambiental mientras se promueve un mayor flu-
jo de inversión privada sino fundamentalmente contribuir al
desarrollo sostenible de las regiones mineras. Para ello es imprescin-
dible definir reglas claras sobre la gestión, el acceso, el control y el uso 
de recursos, como parte de un sistema de información que permita
tomar decisiones de manera oportuna y transparente sobre la via-
bilidad social y económica de los proyectos mineros.
El reto de la zonificación económico-ecológica 
A raíz de una consulta ciudadana realizada a principios de junio
de este año en el distrito de Tambogrande (Piura), promovida por
una mesa técnica constituida por diversas organizaciones no guber-
namentales y grupos de la Iglesia, se produjeron diferentes reaccio-
nes acerca de la viabilidad de un proyecto minero en un contexto
agrario como el valle de San Lorenzo y sobre la pertinencia del ins-
trumento mismo de la consulta vecinal. Tuvieron razón el Ministerio
de Energía y Minas y la Sociedad Nacional de Minería y Petróleo
cuando afirmaron que la consulta vecinal realizada en Tambogran-
de no tenía carácter vinculante. Además, de acuerdo con estas insti-
Si bien es cierto que una operación minera genera presiones cul-
turales y sociales importantes, si se maneja adecuadamente el te-
ma, estas modificaciones pueden ser controladas e inclusive
aprovechadas para el desarrollo local. Por ejemplo, la implementa-
ción adecuada de la infraestructura requerida por una mina puede
generar importantes beneficios sociales. Nuevos caminos reducen
el tiempo y el costo que les toma a los productores locales el inte-
grarse al mercado. El tendido de redes de transmisión eléctrica y de
líneas telefónicas eleva la calidad de vida de los pobladores locales
y mejora su competitividad comercial. La infraestructura de salud y
educación para los empleados mineros puede ser compartida, final-
mente, con los pobladores locales.
El diálogo multilateral es clave
Sin embargo, la maximización de los beneficios de estos nuevos
desarrollos mineros no es automática e implica una planificación
conjunta entre el gobierno central, los gobiernos locales y las em-
presas mineras. Quizás ésta es una de las principales recomendacio-
nes del estudio: la necesidad de establecer un diálogo multilateral,
al menos entre los tres actores mencionados.
Usualmente, lo que se observa es un grupo de diálogos bilatera-
les. Por un lado, las empresas mineras discuten con el gobierno cen-
tral los aspectos legales, contractuales y el diseño de la operación
minera. En esta discusión, los grandes ausentes son las comunida-
des locales y los gobiernos regionales. Por otro lado, en el yacimien-
to, la empresa minera interactúa intensamente con los pobladores
locales, pero sin la presencia del gobierno central ni del regional. La
sostenibilidad de muchas actividades, una vez agotada la explota-
ción minera, requiere la presencia del gobierno en este diálogo.
Si en lugar de estos diálogos bilaterales se produjera un inter-
cambio multilateral permanente (y se incluyera a otras institucio-
nes de la comunidad local, como las universidades), se podrían
capitalizar las sinergias de un yacimiento minero en pro del desarro-
llo sostenible. El desafío para los países es construir el aparato insti-
tucional que garantice este diálogo.
Un caso donde el diálogo multilateral claramente debe profun-
dizarse es la generación de negocios conexos a la empresa minera.
Mientras que los pobladores locales se concentran en tratar de ob-
tener un empleo directo en una nueva operación minera, los em-
pleos indirectos tienen el potencial de ser mucho más numerosos y
sostenibles en el tiempo. El estudio encontró que los empleos de las
empresas contratistas que proveen a la mina bienes y servicios sue-
len ser más que los empleos mineros directos: 14 veces más en el ca-
so de Yanacocha, en Cajamarca.
Contratos para el desarrollo sostenible
Las compras de bienes y servicios a empresas contratistas
(outsourcing) son cruciales, tanto para el impacto económico de
las operaciones mineras como para la sostenibilidad de este im-
pacto. Quizás éste el resultado más contundente del estudio. En
la mayoría de los casos, el uso de empresas contratistas se ha in-
crementado con el correr del tiempo y es la principal fuente del
desarrollo empresarial local. Los efectos multiplicadores de la
operación son mucho mayores si hay un grupo considerable de
contratistas locales. Primero, porque el flujo de recursos a la co-
munidad es mayor y, segundo, porque los empleados de las em-
presas contratistas gastan gran parte de sus ingresos en la
economía local.
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tuciones, si se parte de los resultados de la consulta para tomar de-
cisiones sobre la viabilidad social del proyecto, se estarían cambian-
do las reglas de juego para la inversión privada, lo que generaría
mayor inseguridad jurídica en el país. Por último, señalaron que en
el país existe un ordenamiento legal para otorgar las concesiones
de exploración minera, aprobar los estudios de impacto ambiental
con su respectivo plan de manejo e implementar un sistema de se-
guimiento a través de auditorías, y que esta normativa debe cum-
plirse de manera cabal. Sin embargo, casos como el de Tambogrande
y otros proyectos mineros, como la mina Pallca en la cordillera Huáy-
huash (Áncash), ilustran que el ordenamiento legal vigente tiene li-
mitaciones al no facilitar la participación ciudadana desde los
primeros momentos de la gestión de un proyecto minero y al insti-
tuir una limitada participación en la etapa final de aprobación de
los estudios de impacto ambiental.1
En primer lugar, existe un problema de reconocimiento de las
condiciones diferenciadas para el aprovechamiento de recursos no
renovables. En el Perú sólo en algunas categorías de áreas naturales
protegidas, como los parques y los santuarios nacionales, está pro-
hibida la exploración y la producción de recursos no renovables. Sin
embargo, existen otros territorios cuyas características sociales, am-
bientales, productivas y hasta histórico–culturales, imponen restric-
ciones especiales a cualquier proyecto de inversión.
Por ello, resulta imprescindible desarrollar una zonificación eco-
nómico–ecológica que defina con claridad las reglas para el uso del
territorio, que determine las condiciones diferentes que enfrenta-
rían los proyectos de inversión en distintos espacios y que precise
aquellas zonas donde los proyectos no serían viables. De este modo,
se evitarían muchos de los conflictos sociales y ambientales genera-
dos en algunos proyectos mineros durante los últimos años. En el
año 2001 se constituyó una comisión técnica multisectorial, encabe-
zada por el Consejo Nacional del Ambiente (CONAM), que estuvo
encargada de elaborar una propuesta inicial de zonificación econó-
mico–ecológica de alcance nacional. Es necesario acelerar este pro-
ceso y que la propuesta sea discutida y analizada por la mayor
cantidad posible de actores de manera descentralizada.
El paradigma de la participación informada
En segundo lugar, es necesario consolidar y desarrollar mecanis-
mos de participación de la ciudadanía. Los actuales instrumentos de
participación alrededor del proceso de elaboración y aprobación de
los estudios de impacto ambiental no son suficientes. Por otro lado,
si bien es cierto que las consultas vecinales no deben constituirse en
el mecanismo para tomar decisiones sobre la viabilidad de algún
proyecto de inversión, tampoco se puede desechar el instrumento,
ni equipararlo con los bloqueos de carreteras u otros ac-
tos violentos. Para superar los problemas de confianza y
credibilidad típicos de las relaciones entre empresas, co-
munidades y gobiernos locales, es imprescindible maxi-
mizar la participación ciudadana a través de una
reforma del sistema de gestión pública ambiental. De
este modo, se permitiría que la ciudadanía participe en
la toma de decisiones desde las etapas iniciales, de tal
manera que el otorgamiento de una concesión para la
exploración de recursos no renovables sea posterior a
una fase previa de consulta ciudadana sobre la viabili-
dad social del proyecto. Por ejemplo, la definición de los
términos de referencia de los estudios de impacto am-
biental y social debería ser materia de consulta con la
ciudadanía. Este simple mecanismo, complementado
con el proceso de zonificación, resolvería rápidamente la
mayoría de los problemas sociales y ambientales en el
sector. Adicionalmente, se debe pensar en cómo poten-
ciar el desarrollo de sistemas locales de vigilancia y mo-
nitoreo conjunto que se vienen aplicando en algunos proyectos
mineros.
La necesaria concertación
La necesidad de construir espacios de concertación y cogestión
ambiental de territorios ricos en recursos naturales no renovables,
Oportunidades para la concertación
Como parte de esta agenda, GRADE ha participado en un pro-
yecto de investigación que, mediante el análisis de casos, ha trata-
do de identificar las mejores prácticas para favorecer el desarrollo
local sostenible a partir de una explotación minera. El Departamen-
to de Minería del Grupo del Banco Mundial, la Cooperación Interna-
cional Canadiense (CIDA) y el International Development Research
Centre del Canadá (IDRC) proporcionaron los fondos para llevar a ca-
bo este estudio en cinco países: Bolivia, Canadá, Chile, España y Pe-
rú. Los casos de los países desarrollados, especialmente Canadá,
sirvieron como referencia para identificar estrategias que han per-
mitido que la minería se convierta en el motor del crecimiento eco-
nómico de varias regiones.2
Los resultados del estudio son prometedores porque permiten
identificar espacios de concertación y acción entre las empresas mi-
neras, las comunidades locales y el gobierno central con miras al de-
sarrollo local sostenible.3
De acuerdo con este estudio, la evidencia demuestra que las
grandes empresas mineras internacionales suelen ser mejores ciu-
dadanos en términos ambientales que las pequeñas empresas na-
cionales. Las comunidades locales son cada vez más conscientes de
que son ellas quienes soportan los impactos negativos de la mine-
ría pero que reciben muy pocos de los beneficios, especialmente
ahora que las grandes operaciones mineras son intensivas en capi-
tal y generan apenas una fracción del número de puestos de traba-
jo que generaban hasta hace una o dos generaciones.
La minería genera —directa o indirectamente— ingresos a esca-
la nacional, provincial y local. El impacto en cada nivel depende del
marco legal y fiscal. Por ejemplo, como muchos países han reducido
sus impuestos y han facilitado la repatriación de capitales
con el fin de atraer inversión extranjera, la presión tributa-
ria —incluidos los impuestos indirectos— continúa siendo
un tema importante. Simultáneamente, algunas naciones
han iniciado la descentralización de sus impuestos y gas-
tos, lo que ha desembocado en mayores beneficios para los
gobiernos regionales. Sin embargo, en las zonas más remo-
tas es poco lo que pueden hacer los gobiernos; en la prime-
ra etapa, por lo menos. Mayor impacto tendría una activa
política de las empresas mineras para emplear y capacitar
pobladores locales y desarrollar acuerdos de suministro
con contratistas locales. Los bienes y servicios que estos
pobladores y contratistas podrían brindar a las empresas
se inscriben en los campos de la alimentación, la venta de combus-
tibles, servicios varios de limpieza, seguridad y mecánica, entre
otros.
El estudio no encontró ninguna evidencia sólida que respalde la
percepción de que las grandes empresas mineras internacionales
buscan países con bajos estándares ambientales para localizar sus
operaciones. Usualmente, las empresas internacionales emplean la
misma tecnología en los países en desarrollo que en sus países de
origen y muchas veces sus estándares son más rigurosos que los es-
tándares locales. Sin embargo, también es cierto que debido a la ne-
gligencia de las gerencias locales, han ocurrido graves incidentes
que los críticos han aprovechado para cuestionar a todo el sector.
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2 El libro que resume el estudio ha sido publicado bajo el título Large Mines and the Community. Socioeconomic and Environmental Effects in Latin America, Canada and
Spain. Gary McMahon y Felix Remy (eds.). IDRC-Banco Mundial. ISBN: 0889369496. Se espera una versión en castellano para el cuarto trimestre del 2002.
3 Dichos resultados se han publicado este año en un breve documento titulado Large Mines and Local Communities: Forging Partnerships, Building Sustainability. Abril
del 2002. Serie Mining and Development. Banco Mundial-International Finance Corporation.
1 El Ministerio de Energía y Minas, reconociendo estas limitaciones, ha venido trabajando una reforma del sistema de participación ciudadana en la gestión ambien-














como se viene haciendo en los casos de Chinchaycocha (véase el re-
cuadro), Cajamarca, Espinar y Huarmey, entre otros, debería ser ana-
lizada con mayor participación del Estado, más aún ahora que se
vienen debatiendo el marco institucional y los objetivos de la Comi-
sión de Diálogo Tripartita de Alto Nivel para la gestión de conflictos
en el sector minero y energético. Las lecciones aprendidas en este
conjunto de iniciativas en cuanto a la generación de relaciones de
confianza, la construcción de una agenda común y el diseño de me-
canismos institucionales que otorguen sostenibilidad a los espacios
de concertación son de enorme utilidad para el diseño de la mencio-
nada comisión.
Hay que recordar que, a nivel global, el proyecto Minería, Mine-
rales y Desarrollo Sostenible (MMSD), coordinado en cuatro conti-
nentes por el Instituto Internacional sobre Medio Ambiente y
Desarrollo (IIED) del London School of Economics, ha producido al-
gunas propuestas de política que han sido aceptadas por los diver-
sos actores del sector. Entre otras, podemos destacar la necesidad
de operacionalizar el concepto de “consentimiento previo informa-
do”, instrumento de orden jurídico que aún no ha sido desarrollado
adecuadamente en nuestro ordenamiento legal, y la importancia de
promover planes de desarrollo comunal sostenible como dos instru-
mentos básicos que la industria minera debe incorporar para lograr
una mejor relación con las comunidades locales y, al mismo tiempo,
para maximizar beneficios. Las propuestas de política pública que
se han presentado aquí buscan impulsar otro paso adelante hacia
una mejor articulación del sector minero con los procesos de desa-
rrollo local y regional. (Manuel Glave Testino)
“licencia social” —el consentimiento de las comunidades vecinas
para que una empresa minera opere en su zona— es un reto muy
importante de la actividad minera a escala mundial.
Si bien muchas veces la actividad minera se desarrolla en zonas
aisladas y pobres, y por ello se debería esperar que se convierta en
una fuente de riqueza, no siempre trae bienestar a los pobladores
locales. Por el contrario, de acuerdo con la magnitud de la explota-
ción, puede generar cambios negativos sustanciales en la vida de
ellos. Nueva infraestructura, nuevos migrantes, diferentes costum-
bres, etcétera, pueden tener impactos serios sobre la cultura, la sa-
lud y la forma de vida de las comunidades locales. Aunque muchas
personas se benefician de la actividad minera, difícilmente estos
pobladores están entre ellas, ya que debido a su pobre nivel educa-
cional, tienen escasas posibilidades de relacionarse económicamente
con la empresa, más aún ahora, cuando debido a los cambios tecnoló-
gicos, la minería requiere cada vez menos personal no calificado.
Una preocupación internacional
Sin embargo, la minería es una de las pocas actividades que
puede generar desarrollo en zonas remotas y aisladas, donde el go-
bierno nacional difícilmente llega. La pregunta es cuáles son los me-
canismos bajo los cuales la minería puede lograr el desarrollo
sostenible de las comunidades vecinas de manera que en el futuro
ellas vean con buenos ojos la existencia de un yacimiento minero en
sus inmediaciones.
Esta preocupación es compartida por las principales empresas
mineras del mundo. En respuesta a este reto, diez empresas mine-
ras pertenecientes al Grupo de Trabajo de Minería y Minerales del
Consejo Mundial de Negocios para el Desarrollo Sostenible (World
Business Council for Sustainable Development, WBCSD) lanzaron la
Iniciativa Global Minera (Global Mining Initiative, GMI), dentro de la
cual se ha realizado un proceso independiente de consulta denomi-
nado Minería, Minerales y Desarrollo Sostenible (MMSD, por sus si-
glas en inglés).1 Este proceso fue liderado por el Instituto
Internacional sobre Medio Ambiente y Desarrollo (IIED, por sus si-
glas en inglés), localizado en Londres, y contó con un mecanismo de
consulta en los principales países mineros del mundo. Dicha consul-
ta se inició en abril del 2000 y fue culminada en mayo del mismo
año. El informe final fue presentado en la reunión de la GMI, en To-
ronto, a mediados de mayo del 2002.
El principal objetivo del MMSD fue evaluar el papel de la mine-
ría en la promoción del desarrollo humano de manera sostenible y
proponer estrategias para que en el futuro la industria minera con-
tribuya de manera más activa a este tipo de crecimiento. GRADE li-
deró el proceso impulsado por el MMSD en el caso peruano, que fue
parte de la consulta realizada en América del Sur. El resumen del
proyecto para el caso sudamericano incluyó resultados de Bolivia,
Brasil, Chile, Ecuador y Perú.
Las principales áreas de trabajo futuro identificadas en el infor-
me son las siguientes: 1) la necesidad de reforzar la participación de
la ciudadanía en las operaciones mineras, desde la concepción mis-
ma de dichas actividades. Ello requiere que la ciudadanía cuente
con la información necesaria y la capacidad para procesarla de ma-
nera que pueda opinar adecuadamente. 2) La necesidad de perfec-
cionar los marcos legales en diferentes aspectos como
servidumbres, medio ambiente, fiscalización, etcétera. 3) En el tema
ambiental, se mencionó la necesidad de que los gobiernos centrales
financien los estudios destinados a describir la situación inicial de
las regiones que van a ser afectadas por la minería (la llamada línea
de base) y resuelvan los problemas ambientales heredados de ante-
riores operaciones mineras (los llamados pasivos ambientales). 4) El
cierre de minas. 5) La distribución de la riqueza minera entre los di-
ferentes niveles gubernamentales. 6) Trabajar en los lineamientos
de políticas empresariales mineras en el campo social. 7) El trata-
miento de pueblos indígenas y áreas protegidas. Quizás la con-
clusión más importante del estudio es la necesidad de generar
un pacto social que parta del postulado de que bajo las reglas co-
rrectas, la actividad minera se puede convertir en un motor im-
portante del desarrollo de las regiones y de los países donde se
lleva a cabo.
4 5
1 Las diez empresas son Anglo American, BHP, Billiton, Codelco, Newmont, Noranda, Phelps Dodge, Placer Dome, Rio Tinto y WMC.
(viene de la página 1)
Minería y desarrollo local:
una amalgama posibleUn caso de concertaciónen la sierra central
La experiencia del lago Chinchaycocha enseña cómo
generar confianza entre los diferentes actores involu-
crados en el manejo de un rico ecosistema.
Una importante experiencia de concertación entre distin-
tos actores se viene produciendo alrededor de la Reserva Na-
cional Junín, en el lago Chinchaycocha, en los departamentos
de Junín y Pasco. Luego de varios años de negociación acerca
del manejo de los pasivos ambientales dejados por la activi-
dad minera, y después de la regulación del embalse y desem-
balse del nivel del agua del lago —acordada y manejada por
el sistema eléctrico nacional—, el Ejecutivo ha impulsado un
proceso de concertación para el diseño de un Plan de Manejo
Ambiental del Lago. Este plan ya ha sido elaborado por una
comisión multisectorial descentralizada, coordinada por el
Instituto Nacional de Recursos Naturales (INRENA) y el CONAM,
y se encuentra a la espera de su aprobación por la Presidencia
del Consejo de Ministros.
Por su parte, las doce comunidades campesinas ubicadas
alrededor del lago reclaman desarrollar mecanismos que ge-
neren mayor confianza entre todos los actores, como una ma-
yor participación comunitaria en el diseño del plan,
monitoreos conjuntos tanto de la calidad como del nivel de
las aguas, la creación de un centro de documentación am-
biental ciudadana que garantice el acceso a la información y
la distribución de ésta, y el establecimiento de reglas de jue-
go claras en el marco de un comité de gestión del territorio
que involucre a todos los actores clave. Esta experiencia, una
vez validada e interiorizada por los actores locales, permitirá
establecer una visión compartida por todos para desarrollar
una agenda común orientada a resolver problemas.*
* El proyecto de investigación “Procesos multiactores para la cogestión
de impactos mineros en la sierra central” precisamente busca identi-
ficar las condiciones bajo las cuales se construyen y generan rela-
ciones de confianza entre los actores involucrados en el manejo del
ecosistema del lago. Este proyecto viene siendo ejecutado por GRADE
en forma conjunta con Cooperación y el Grupo de Investigaciones
Económicas ECO en el marco de la Iniciativa de Investigación en
Políticas Mineras (IIPM) del IDRC (International Development
Research Centre del Canadá).
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